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INTRODUCCIÓN

 

 

 


Los estudios sobre la organización y lucha de las mujeres mexicanas por el sufragio tienen un antecedente reciente. Una buena parte de estas investigaciones rescata particularmente los ejercicios de participación política que las mujeres realizaron en el centro del país, sobre todo en la Ciudad de México, recogiendo asimismo algunos de los eventos más relevantes que se suscitaron en otras regiones o entidades federativas (Cano 1995 y 2007; Macías 1982; Lau 2008, 2009 y 2011, y Tuñón 2002). Estos estudios retoman las experiencias y trayectorias de mujeres singulares y de organizaciones particulares que contribuyeron fuertemente al proceso de lucha por el sufragio, al mismo tiempo que reflexionan sobre los procesos políticos y sociales que se gestaron en nuestro país a lo largo de los primeros cincuenta años del siglo xx hasta la promulgación del voto femenino en 1953.

Pese a ese esfuerzo historiográfico, sin duda fundamental, quedan aún por reconstruir las experiencias concretas que desarrollaron las mujeres en los diferentes estados que componen la república mexicana, de las cuales poco se sabe y que para conocerlas es necesario emprender un serio trabajo de búsqueda, identificando la información en cajas sin clasificación en los archivos oficiales de los estados o en colecciones privadas, rastreando las notas perdidas en los diarios locales que se publicaban en la época o detectando cartas, oficios y boletines generados por los congresos estatales.

El libro que aquí se presenta nace precisamente de esta preocupación y del interés por conocer el significado que las mujeres en las distintas entidades federativas le dieron al derecho al voto en un periodo de gran efervescencia política, suscitado por la Revolución de 1910, retomando al mismo tiempo la iniciativa que tuvo Ana Lau al organizar una mesa de discusión alusiva al tema en el 53° Congreso Internacional de Americanistas, realizado en julio de 2009. 

Los trabajos que aquí se incluyen buscan rescatar las luchas que se libraron en los estados por obtener el voto para las mujeres, así como los posibles debates establecidos, tanto en los congresos locales como en los partidos o grupos políticos, en los sindicatos y otras organizaciones gremiales. Interesó igualmente identificar a las mujeres que, de manera colectiva o en lo individual, participaron en esos movimientos, sus ejercicios de organización y participación y las demandas interpuestas. 

El libro pretende abrir la reflexión sobre estos aspectos, acerca de los cuales falta mucho por indagar, y aportar indicios para desarrollar futuras investigaciones. Con él se busca avanzar en el trabajo de reconstrucción historiográfica y abonar en el análisis de las experiencias que emprendieron las mujeres en los estados desde la promulgación de la Constitución de 1917 hasta la última fecha en que se haya legislado el sufragio en las entidades incorporadas en el libro; por ello el periodo que se revisa va de 1917 a 1965. No se incluyen todos los estados de la república, sino sólo aquellos donde una o varias estudiosas interesadas en el tema respondieron afirmativamente a la invitación de emprender una investigación alusiva al sufragio. 

La obra no contó con financiamiento para desarrollar las investigaciones, por lo cual cada autora tuvo que realizar su trabajo con sus propios recursos o con los que la institución donde labora podía aportarle. Por desgracia quedaron varios estados fuera, ya sea porque las personas convocadas declinaron la invitación por distintas razones de índole laboral o porque no se encontró quien estuviera en condiciones de realizar un estudio sin financiamiento. Esta limitante condicionó, si no es que restringió, el alcance que podría tener cada uno de los trabajos.     

Para dar una cierta coherencia en cuanto a las dimensiones que interesaban particularmente abordar, se solicitó a las autoras centrarse en al menos uno de los siguientes puntos: a) Quiénes son las mujeres que participan; b) Cuáles son las mujeres prominentes o que sobresalen en la lucha por el voto; c) Cómo se organizan y  dónde participan; d) Qué organizaciones de mujeres existieron en el estado estudiado; e) Qué dicen, qué buscan y qué quieren las mujeres; f) Cuál es la importancia del voto para ellas; g) Cómo definen el sufragio; h) Cómo se dio la vinculación de las mujeres con la política; i) Cómo se fue desarrollando la lucha por el sufragio, si hubo o no discusión en los congresos locales, en los partidos o  grupos políticos, en los sindicatos y otras organizaciones gremiales.

En este contexto, cada autora decidió el rumbo y contenido que le daría a su texto. En los distintos trabajos del libro podemos apreciar, por consiguiente, una interesante diversidad en la manera como cada quien abordó el problema, enmarcándolo dentro de los procesos sociales y políticos más amplios que se dieron en sus entidades en el periodo estudiado y de las movilizaciones sociales que ahí se gestaron. Pero, de igual forma son notables las similitudes que se pueden encontrar en dos o más entidades, muy distantes entre sí geográficamente, que nos invitan a reflexionar sobre el clima político, social y económico imperante en nuestro país durante aquellos años, de gran inestabilidad y confrontación, que traspasaba las fronteras de cada estado y tomaba forma a partir del contexto específico de cada entidad, dejando traslucir costumbres y resabios culturales locales dominantes en la época. 

Así las cosas, algunos de los capítulos contenidos en el volumen van a ahondar más que otros en las luchas específicas que las mujeres emprendieron a favor del voto. Otros se extenderán más sobre las distintas formas de participación política de las mujeres o en las trayectorias de mujeres singulares que contribuyeron con su acción al adelanto de otras de sus semejantes, vinculadas o no directamente a la demanda del sufragio. Más allá de estas diferencias, los distintos capítulos vistos en conjunto nos muestran un panorama revelador sobre el quehacer público y político de las mujeres en el México de la primera mitad del siglo xx, una imagen que se contrapone a aquella de la mujer sumisa, inactiva, indolente e ignorante que proyectaron los políticos posrevolucionarios para negarles el acceso a un derecho tan elemental como lo es el de votar y ser votadas.

El libro está integrado por once trabajos, concernientes a las investigaciones desarrolladas en diez entidades federativas y la Ciudad de México. Cada uno constituye un capítulo. El primero corresponde a la Ciudad de México, escrito por Ana Lau. Los demás se presentan en orden alfabético, comenzando por Colima, elaborado por Mirtea Elizabeth Acuña Cepeda y Florentina Preciado Cortés; le siguen el Estado de México, investigado por Alma Rosa Sánchez Olvera; Guanajuato, por María de Lourdes Cueva Tazzer y Berenice Reyes Cruz; Michoacán, por Elda Gabriela Calderón Fabián; Morelos, por Rocío Suárez López; Puebla, por Gloria A. Tirado Villegas; Sonora, por Mercedes Zúñiga, Elizabeth Cejudo y Leyla Acedo; Tabasco, por Gabriela Contreras Pérez; Veracruz, por Rosa María Spinoso Arcocha y Fernanda Núñez Becerra, y Zacatecas, por Emilia Recéndez Guerrero y Julia Ceh Sandoval.

Como se señaló antes, estos trabajos pretenden contribuir a los estudios sobre la historia regional por el reconocimiento del voto femenino, recuperando las particularidades de cada estado. Quedan por realizar las investigaciones en el resto de entidades, pero que sirva este primer esfuerzo para motivar otros que den cuenta de los procesos experimentados en las regiones no incorporadas en esta obra, o bien que impulsen nuevas búsquedas de reconstrucción histórica en los lugares donde ahora, aquí, se ofrece un primer acercamiento.1

La ciudadanía de las mujeres es un proceso en construcción, inacabado todavía, dentro del cual el derecho a votar y ser votada es un componente sin duda fundamental. Obtenerlo consistió para las mujeres en una ardua tarea, con periodos de intensa actividad y otros de aparente calma, de reorganización y reflexión para volver a la lucha, hasta 1953, fecha en la que la Cámara de Diputados declara reformados los artículos 34 y 115, fracción i, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para aprobar por unanimidad que: “son ciudadanos de la República los varones y las mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos reúnan además los siguientes requisitos: haber cumplido 18 años de edad, siendo casados, o 21 si no lo son y tener un modo honesto de vivir”.2
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CIUDAD DE MÉXICO, 1917-1953

 

 

						Ana Lau Jaiven1

 

 

 

 

La sociedad moderna se apoya en la igualdad ante la ley entre hombres y mujeres a partir de la premisa de que toda persona nace libre e igual a sus semejantes. Lo anterior no siempre ha sido así y el caso de las mujeres es un claro ejemplo para hacerlo evidente. El derecho al sufragio y el ejercicio de la ciudadanía de las mexicanas se reconoció hasta 1953; el camino para lograrlo tomó tiempo y combates en los que algunas mujeres participaron a nivel federal. En el caso de cada una de las entidades federativas de nuestro país tomaría más y las mujeres se enfrentarían a la oposición de fuerzas conservadoras que pensaban que no estaban preparadas para ejercer ese derecho. La Ciudad de México, capital de la república, fue el escenario de peticiones, manifestaciones, artículos en periódicos y revistas donde las sufragistas manifestaron sus deseos de cambio.

En este capítulo me propongo analizar las diversas iniciativas emprendidas por las mujeres capitalinas para conseguir el derecho al sufragio. Si bien no se encuentra suficiente información para dilucidar algunos aspectos relativos a esta temática, es posible rastrear las acciones que las mujeres llevaron a cabo a través de manifiestos, cartas, artículos en revistas y en hemerografía.

Desde el siglo xix la organización política y social descansó en la ciudadanía liberal. El Estado se asentaba en una sociedad nacional que parecía ser homogénea, amparada en la igualdad de derechos y en el reconocimiento por parte del Estado de los ciudadanos integrados en comunidad; de esta igualdad estaban excluidos los trabajadores, los indios y las mujeres. El feminismo dirigió su lucha hacia el logro de la igualdad entre hombres y mujeres, el acceso de éstas a la educación, así como a la obtención de derechos civiles y políticos.

Constituirse en ciudadano/a significaba entonces --–y continúa siéndolo– el acceso a la toma de decisiones; era condición propia de los hombres, quienes participaban en la vida pública, relegándose a las mujeres al ámbito privado doméstico. La exigencia del derecho al voto levantada por las mujeres objeta esta división, como lo explica Tejeda: 

 

La aparición del sufragio femenino amplía el demos e introduce otra subjetividad en la comunidad democrática moderna. Las mujeres irrumpen en la vida pública, pero también el espacio público tiene que agregar los intereses de la vida privada, íntima y cotidiana. De hecho, a propósito de la vida cotidiana y personal, existen vertientes del feminismo que ponen en entredicho la disociación entre lo público y lo privado, tan propio del liberalismo político (Tejeda 2003, 74).

 

Estrechamente vinculado al concepto de ciudadanía, el sufragio es un tema que ha importado a las mujeres porque el acceso a la vida pública empieza por el derecho a elegir y ser electas. A lo largo del siglo xx el sufragio femenino se impuso en la mayoría de los países occidentales. En la Ciudad de México desde fines del siglo xix hay constancia de demandas de algunas mujeres por el acceso a la educación superior, al trabajo y a la participación política en igualdad de condiciones con los varones.

La exclusión de las mujeres del ejercicio de derechos políticos las dejaba fuera de la ciudadanía2 y con ello se las percibía como seres menores de edad que debían ser cuidadas y protegidas, mientras que el hombre era el jefe de la familia sobre el que descansaba el ejercicio de sus funciones cívicas –entre las que se encontraba la de sufragar–; a la mujer se le reservaba la educación con fines prácticos, debía ser esposa y madre virtuosa de los hijos de la república. No todas las mujeres exigían el voto, sólo un grupo reducido de clase media, maestras, periodistas o profesionistas reivindicaban ese derecho; las demás, indígenas, campesinas, trabajadoras, tenían otras preocupaciones. Para ellas el ejercicio de la ciudadanía pasaba por demandas distintas: mejores salarios, menos horas de trabajo, escuelas para sus hijos, atención médica y menos violencia hacia sus cuerpos.

Aquellas que demandaron el derecho a sufragar lo hicieron, en sus inicios, vinculado con una mayor promoción a la educación; estaban seguras de que el acceso a ésta mejoraría la condición femenina al permitirles crear conciencia ciudadana. 

Fue en la Ciudad de México donde se percibe una mayor movilización debido a que ahí residían más mujeres educadas y también ahí los movimientos de oposición contra el régimen de Porfirio Díaz eran más numerosos y visibles. El sufragio era conflictivo y Díaz se encargaba de manipular los comicios, en los cuales apenas si votaban los varones. El sufragio efectivo, tema del antirreeleccionismo encabezado por Francisco I. Madero, no contemplaba a las mujeres.

La población capitalina en 1900 ascendía a 541 516 habitantes, de los cuales 258 657 eran hombres y 282 859 eran mujeres (inegi). Entre éstos encontramos 174 471 mujeres y 187 430 hombres alfabetos, por lo que antes de que estallara la revolución la población que sabía leer y escribir todavía era escasa. No obstante, se consigna que había 2 abogadas, 3 dentistas, 6 farmacéuticas, 4 médicas alópatas y 195 parteras (Censo General de Población de la República Mexicana 1901-1906),3 y no contabilizadas una gran cantidad de empleadas domésticas, vendedoras de comida y obreras.

El sufragio y su relación con la participación política femenina fue una cuestión que ocupó las mentes de las capitalinas, que –como se mencionó arriba– apenas se desempeñaban en el espacio público donde eran discriminadas por razones de su género. Una publicación considerada precursora del sufragismo mexicano fue Las hijas del Anáhuac, que luego cambió su nombre por Violetas del Anáhuac (1887-1889), “Periódico literario. Redactado por señoras”. Su directora, periodista y fundadora, Laureana Wright de Kleinhans, abogaba por que se educase a las mujeres, demandaba el sufragio y la igualdad de oportunidades para ambos sexos (Pasternac 1991). Wright de Kleinhans solicitó el sufragio junto con la igualdad de derechos para las mujeres, argumentando que era “la primera garantía para conseguir la libertad y la igualdad que necesita toda sociedad estable” (Infante 2001, 146).

También un hombre participó en la discusión acerca de la viabilidad de conceder el sufragio femenino. En 1891, Genaro García, uno de los más distinguidos miembros de la administración porfiriana, publicó Apuntes sobre la condición de la mujer (Ramos 2007), donde analiza los artículos de la Constitución (todavía la de 1857) y explica cuáles aspectos impactan en la desigualdad de las mujeres; asimismo compara incisos del Código Civil y del de Comercio en cuestiones como la tutela, la libertad para trabajar, el carácter de fiadoras, administradoras, el matrimonio y el divorcio (con el que por cierto no estaba de acuerdo). Todo lo anterior le permite explicar el tema de la ciudadanía de las mujeres y su participación política a partir del artículo 34 constitucional. De su análisis concluye que la Carta Magna no niega la ciudadanía a las mujeres, ni aparece ninguna restricción en contra de sus derechos. Arguye acerca de cómo se califica la calidad de los ciudadanos y declara que la Constitución no excluye a las mexicanas, ya que no es posible obviar su nacionalidad y por lo tanto su ciudadanía. Afirma que son los usos y costumbres los que lo impiden, con lo que se acerca bastante al empleo de la actual categoría de género, ya que piensa que esa inferioridad femenina tiene su arraigo en una construcción social “universal y tan vieja como el mundo”:

 

Si alguno desconociendo la antiquísima regla de derecho homo EST etiam femina, osase afirmar que la constitución no comprendió a las mujeres cuando determinó la ciudadanía, porque hizo uso solamente de la designación masculina; tendría que admitir ipso facto que las mujeres no son nunca mexicanas, ni tienen las obligaciones  de tales, absurdo imposible, y tendría que aceptar  además, también por idéntica razón, que los derechos sagrados que forman las inviolables garantías que se deben otorgar a todo individuo habitante de la República [...] no amparan ni protegen a la mujer, absurdo todavía más inaudito (ibíd, 65).

 

Por ello, señala varias veces con afán crítico que el espíritu de la legislación es mantener una desigualdad entre las condiciones del hombre con respecto a la mujer, al borrar y nulificar su personalidad. De esta aseveración se valieron algunas mujeres para explicar que ellas eran ciudadanas a las que se les estaba negando ese derecho, pero no fueron escuchadas y las obras de García yacen olvidadas.

Encontramos también como ejemplo de demanda por el voto a la revista La mujer mexicana (revista mensual científica-literaria consagrada a la evolución, progreso y perfeccionamiento de la mujer mexicana), que comenzó a circular en 1904 y duró hasta 1906. Se fundó como órgano de la sociedad feminista “Protectora de la mujer”, “sociedad feminista, que buscaba el perfeccionamiento físico, intelectual y moral de la mujer, el cultivo de las bellas artes y la industria y además el auxilio mutuo” (La mujer mexicana 1905). Participaban en ella profesionistas de la talla de la profesora Dolores Correa Zapata, la primera abogada mexicana María Sandoval de Zarco y la también primera médica Antonia L. Ursúa, además de varias profesoras normalistas. 

Esta revista, dirigida expresamente al público femenino, pugnaba por educación y trabajo digno, hablaba de labores del hogar, moda, costura, cocina, literatura, pero también daba a conocer lo que sucedía en el ámbito público, tanto nacional como internacional, e incluso filtraban cuestiones feministas. 

Desde las páginas de esta publicación las mujeres empezaron a exigir integrarse al progreso del país: a través de “la aceptación del concurso de la mujer en la obra del progreso humano” (Correa 1904), la sociedad se beneficiaría y la educación sería el vehículo para alcanzarlo. Constituyeron algunas asociaciones y grupos pequeños que iniciaron de manera organizada la demanda por derechos políticos. Ésta será la estrategia elegida que seguirán los grupos de mujeres a lo largo del siglo.

La irrupción de estas mujeres en cuanto sujetas con identidades propias provocó una revolución en la subjetividad que las llevaría a construir una identidad democrática que buscaba insertarse en la comunidad de ciudadanos, en donde los otros no fueran los únicos con derechos, sino que esa identidad política se empezaría a construir dentro de una sociedad democrática.4

Al tiempo que hubo mujeres que exigían el acceso al sufragio, había otras que se reunían a conspirar para derrocar a Díaz. La década de 1900 a 1910 se caracterizó por la incorporación de mujeres que, si bien no pugnaron por el sufragio, ejercieron su ciudadanía a través de la participación en la oposición y, por lo tanto, en el espacio público. 

Será hasta 1909 cuando volvamos a encontrar demandas para obtener el sufragio. Francisco I. Madero, quien encabezó el movimiento antirreeleccionista contra las sucesivas reelecciones de Porfirio Díaz en la presidencia, potenció las expectativas de algunas mujeres. La “primera sociedad política feminista en México, formada a fines de 1910 con el objetivo de trabajar por la exaltación del Sr. Francisco I. Madero a la presidencia y por los derechos de la mujer”, que se denominó Hijas de Cuauhtémoc (La Vida 1923),5 exigió intervenir en las elecciones, pero sus peticiones no fueron escuchadas.

Las mujeres formaron parte de la primera etapa de la revuelta armada (1910-1912), actuando como correos, espías, enfermeras, periodistas e incluso tomando las armas y también como soldaderas, haciendo trabajo doméstico y solucionando los problemas cotidianos en los campamentos. Al triunfo de Madero se integraron a participar en el nuevo régimen que parecía ofrecer una mayor democracia. 

La participación femenina en el espacio público tuvo en el maderismo un puesto preferente. En el diario Nueva Era, vocero del maderismo, las mujeres aparecerán con una autonomía de la que antes no habían gozado y el rol en que se las ubica muestra mujeres que opinan y toman decisiones. No obstante, a la caída y asesinato del presidente y del vicepresidente en 1913, el periódico deja de publicarse y se pierde esa huella de las mujeres.

Una muestra del carácter de la participación de estas mujeres es el ejemplar del 14 de enero de 1912,  donde se sostiene la igualdad entre los sexos como una realidad  y se habla de la libertad que tienen las mujeres para participar en el ámbito público:

 

Desde que la mujer tiene más libertades para el trabajo, para el estudio y para el recreo, el hombre se afana por mejorar su labor, a fin de que no le venza la competencia femenina. Hay quienes lamentan la invasión de las mujeres en los despachos, en las tiendas, en las oficinas, cátedras, letras, artes y oficios. [...] Pero la libertad de la mujer no está en el derecho de hacer cuanto se le antoje, sino en la seguridad que la rodee, de modo que nada puede temer de su perpetuo enemigo y eterno amigo: el hombre (Nueva Era 1912).

 

Si bien durante la gesta armada (1912-1917) hubo mujeres que volvieron a participar como correos, espías, transportando armamento, siguiendo a los soldados y apoyando a las distintas facciones, será hasta 1915, con la aparición del semanario La mujer moderna, cuando la campaña por el sufragio para las mujeres se intensifique.6 Hermila Galindo,7 secretaria particular de Venustiano Carranza y feminista, fue una ferviente creyente y promotora de los derechos y emancipación de las mujeres. Afirmaba: “Si la mujer es la compañera del hombre, y su igual, no hay motivo plausible para que lo abandonemos a la hora de decidir la suerte definitiva o temporal de la Patria. ¿Con qué derecho nos quejaremos de los resultados mañana, si hoy no hacemos nada de nuestra parte?” (La mujer moderna 1915).

La campaña que emprendió y el énfasis que puso en conseguir el voto se manifiesta en la petición que envió a la Primera Comisión de Puntos Constitucionales, cuyos miembros sesionaban en Querétaro, solicitando el voto para las mujeres. El mensaje decía así:

 

La mujer mexicana que se preocupa por cuanto a la patria atañe, que no ha sido indiferente al curso del movimiento revolucionario aportando su contingente en diversas formas, palpita en estos momentos con el mismo entusiasmo de los miembros de ese H. Congreso para asomarse definitivamente sin temores a los dinteles de un risueño porvenir nacional, sancionadas las reformas sociales que satisfagan todas las aspiraciones, cabrá a nuestra República la inmarcesible gloria de ser el Continente Hispano Americano el punto de mira y de convergencia en las futuras etapas de la civilización del nuevo mundo de habla española. La Nación y el mundo entero está pendiente de vuestras labores, señores Diputados, y yo espero de ese nuevo Código que estará confiado a vuestro patriotismo y equidad como representantes populares, formándose partidos políticos con aspiraciones legítimas sin óbices personalistas para que la mujer que no se ha excluido en la parte activa revolucionaria, no se la excluya en la parte política y que, por lo tanto, alcance de la nueva situación derechos siquiera incipientes, que la pongan en la senda de su dignificación, de la que en gran parte dignificación de la patria (Sáenz 1954, 59).

 

Durante las sesiones del Congreso Constituyente del 23 de enero de 1917, para discutir y aprobar el dictamen de los artículos 34, 35, 36 y 37, se decidió “no tomar en cuenta las opiniones favorables que se presentaron y con ello los constituyentes no fueron tan permeables al progresismo de la época al negar el derecho al sufragio para las mujeres” (Congreso Constituyente 1916-1917. Diario de los Debates 1985, 829-883). En específico, el artículo 35, que se refiere a la aceptación del sufragio ilimitado para los ciudadanos y la denegación del sufragio femenino, se tuvo que atender debido a que se recibieron dos iniciativas a favor (la mencionada de Hermila Galindo y otra del general Salvador González Torres) y una en contra de Inés Malváez (ibíd., 829-831). No obstante, cuando Félix Palavicini exigió una explicación, las risas inundaron el salón y el diputado Luis Monzón respondió “que no se tomó en cuenta que las mujeres votaran, por cuestiones tradicionales” (ídem).

La discusión inicial entre los legisladores giró en torno a si era o no relevante otorgar el sufragio femenino. La respuesta de los diputados fue que

 

el hecho de que algunas mujeres excepcionales tengan las condiciones necesarias para ejercer satisfactoriamente los derechos políticos no funda la conclusión de que éstos deben concederse a las mujeres como clase. La dificultad de hacer la selección autoriza la negativa. La diferencia de los sexos determina la diferencia en la aplicación de las actividades; en el estado en que se encuentra nuestra sociedad, la actividad de la mujer no ha salido del círculo del hogar doméstico, ni sus intereses se han desvinculado de los miembros masculinos de la familia; no ha llegado entre nosotros a romperse la unidad de la familia, como llega a suceder con el avance de la civilización; las mujeres no sienten, pues, la necesidad de participar en los asuntos públicos, como lo demuestra la falta en todo movimiento colectivo en ese sentido (Rocha 1991, 255-256).

 

Este razonamiento eludió la participación femenina durante la lucha y la respuesta esgrimida manifestaba el temor de los legisladores de que las mujeres participaran como iguales políticamente y tal vez votaran por algún conservador o por cuestiones religiosas. El argumento que Genaro García había expuesto a fines del siglo xix no tuvo aquí lugar. Las mujeres no eran ni mexicanas ni ciudadanas con derechos, y si acaso sólo las “letradas” podrían llegar a serlo. 

La respuesta de los legisladores muestra, además, que invocaron una jerarquización entre hombres y mujeres con base en la clase y el género; para ellos los importantes eran los hombres, incluso los que no sabían leer y escribir, mientras que a las mujeres se les desconocía su aportación a la gesta armada y no se les tomaba en cuenta para convertirse en ciudadanas con plenos derechos. Se las relegaba al ámbito privado al afirmarse que sus intereses estaban vinculados estrechamente al varón jefe de familia y de acuerdo a éste, se creía, iban a sufragar. Fue, pues, en este sentido que la familia se impuso como la unidad básica de la nación, y las mujeres fueron sometidas al ámbito privado. 

La Constitución de 1917 reconoció en el artículo 123 la diferencia sexual sólo en los derechos laborales y legisló en favor de la igualdad salarial y de la protección a la maternidad de las trabajadoras. En abril de 1917 el gobierno revolucionario expidió la Ley de Relaciones Familiares, que concedió la igualdad entre la autoridad del marido y de la mujer en el hogar; fijó la obligación de decidir de común acuerdo lo relativo a la educación de los hijos; reconoció los derechos de las mujeres casadas a administrar y disponer de sus bienes y legalizó el divorcio (Lau y Ramos 1993, 327-349). Con esta Ley se confinaba a las mujeres por completo a la esfera privada del hogar y la familia.

Hermila Galindo, profundamente decepcionada por la resolución del Constituyente, quiso dejar sentado que muchas mujeres deseaban el voto y establecer un precedente para las generaciones futuras. Por ello se lanzó en 1918 por una candidatura para participar en las elecciones como diputada por el 5º distrito electoral de la Ciudad de México (Macías 2002, 58). Su triunfo no fue reconocido. Habría otras intentonas por alcanzar este derecho en  Yucatán, San Luis Potosí, Chiapas, Michoacán y Guanajuato en los años por venir, sin mucho éxito.

La posrevolución

Este periodo se caracterizó por la intensa labor de las sufragistas en un escenario conflictivo políticamente, donde las pugnas entre facciones encontradas estaban a la orden del día; la guerra cristera se desató desde 1926, la muerte de Álvaro Obregón, ocurrida el 18 de julio de 1928, siendo ya presidente electo para ocupar el cargo por segunda ocasión, y la imposición callista de tres presidentes interinos, mostró una cara de desasosiego en donde las mujeres actuaron a través de negociaciones y acuerdos con los hombres en el poder, aunque éstos miraron sus intereses y se sirvieron de ellas, pero no les hicieron caso. 

El Congreso de la Unión designó a Emilio Portes Gil como presidente, para ocupar el cargo del 30 de noviembre de 1928 al 5 de febrero de 1930, periodo dentro del cual se llevaron a cabo las elecciones presidenciales, resultando electo Pascual Ortiz Rubio para ocupar el Poder Ejecutivo desde el 5 de febrero de 1930 hasta el 3 de septiembre de 1932, fecha en la que presentó su renuncia, por lo que nuevamente el Congreso de la Unión designó como presidente para concluir el cuatrienio al general Abelardo L. Rodríguez, desde el 4 de septiembre de 1932 hasta el 30 de noviembre de 1934. La sombra de Plutarco Elías Calles estuvo presente en estos momentos y como titiritero movió los hilos del poder. Conformó un partido que unificó a los opositores donde no se contempló a la otra mitad de la población (Medina 2006). 

Muchas mujeres continuaron insistiendo en la obtención de derechos para su género. Se integraron llenas de entusiasmo a la nueva nación que se estaba gestando, se incorporaron a labores de secretarias, de maestras, de obreras en las fábricas y siguieron participando en el sector terciario de la economía. El hecho de que algunas mujeres organizaran grupos, participaran en reuniones nacionales e internacionales, escribieran y discutieran acerca de los derechos que querían alcanzar y a los que se creían merecedoras, les permitió remontar la invisibilidad y la exclusión a través de la constitución de redes sociales que establecieron vínculos de carácter político, profesional y social. Estas redes de mujeres, la mayoría maestras, escritoras y profesionistas, permitieron apropiarse de espacios públicos –antes vedados para ellas– mediante grupos y organizaciones que, a su vez, se expresaron en reuniones y congresos donde se ventilaron sus demandas, una de las cuales continuó siendo el acceso al sufragio.

Las normas culturales de género ubicaban a las mujeres como maestras-educadoras dentro del programa vasconcelista,8 como madres de los nuevos ciudadanos que se estaban gestando o como fuerza de trabajo, en cuanto obreras y campesinas. Serán sólo algunas las que emprenderán la tarea de demandar el sufragio mediante variopintas agrupaciones y tratarán de incorporarse a la vida pública de diferentes maneras.  

La primera agrupación surgida en la posrevolución fue el Consejo Nacional de Mujeres. Fundado el 10 de agosto de 1919,9 se integró en la Ciudad de México con mujeres de clase media que habían intervenido en la Revolución, provenientes de varios estados de la república. Su objetivo era continuar en la lucha, trabajar por el bienestar de su propio género y del país en general; buscaban abrir canales de participación para mejorar la condición de las mexicanas en todos los espacios. Sus demandas por el acceso al sufragio, posturas y discusiones ocuparán el escenario mexicano durante un largo periodo. El Consejo será un organismo aglutinador de diversas tendencias; en su seno se manifestarán las pugnas que a nivel ideológico se estaban gestando en lo que fue la izquierda sindicalista y feminista de la época.

La nueva agrupación, reorganizada y renombrada en noviembre de 1919 como Consejo Feminista Mexicano, buscará mejorar la condición de las trabajadoras, a quienes consideraban como su foco especial de atención y principales beneficiarias de su labor, ya que “tiende a desarrollar las actividades de la mujer en el hogar, el taller o la escuela de tal manera que sea consciente de la responsabilidad moral que contrae al ser madre, pues de ella depende que la educación que dé a sus hijos les impida ser mendigos o criminales” (Nava de Ruisánchez 1921).

Las integrantes del Consejo llegaron cargadas de ideas anarquistas y/o socialistas aunque sus planteamientos acabaron aproximándose a las feministas socialistas sufragistas anglosajonas que por motivos de exilio se encontraban en México (Taibo ii 1986). Mantenían relaciones sociales de amistad con líderes revolucionarios a quienes habían apoyado y con quienes se vinculaban ideológicamente. Su objetivo era convocar a intelectuales, obreras, empleadas y demás trabajadoras para que buscasen el mejoramiento económico, social y consiguiesen el sufragio. El Consejo definió las bases generales bajo las cuales pretendía actuar, y las dividió en tres rubros que abarcaban una amplia gama de reclamos: emancipación social, económica y política. 

Elena Torres, su presidenta, estaba segura de que para que el feminismo se pudiese sostener, el sufragio sería una condición y afirmaba que tanto “los hombres como los gobernantes estaban favorablemente dispuestos a reconocer derechos políticos completos para las mujeres” (El Heraldo de México, 3 de diciembre de 1919). En este sentido hay que hacer notar que las relaciones que tenían con los hombres les hacían pensar que conseguirían el voto, aunque los dirigentes revolucionarios masculinos “no consideraban pertinente otorgarlo porque temían que las mujeres votaran a favor de sus enemigos católicos y conservadores” (Macías 2002, 138).

La fundación del Consejo se enmarca en la etapa de modernización del Estado y en sus vacilantes formas de acercamiento hacia las mujeres, por lo que tanto la agrupación como las reuniones nacionales e internacionales que organizaron fueron promovidas y patrocinadas desde el gobierno a fin de que este sector de la población se acercara a la política y comenzara a practicarla. Las dirigentes del Consejo, por su parte, fueron construyendo un discurso nacionalista, sufragista y feminista que eventualmente se enfrentaría a los argumentos de incapacidad de las mujeres para la vida política esgrimidos por el antisufragismo. 

En 1924 tuvo lugar en la Escuela Nacional de Administración y Comercio en el Distrito Federal el Primer Congreso Feminista, convocado por la Liga Panamericana de Mujeres, sección México, emanado del Congreso de Baltimore y organizado por la Liga de Mujeres Votantes (Lau 2009, 320), donde se demandó la igualdad civil para las mujeres y su elección en los cargos administrativos, entre otras cuestiones.10 Estas reuniones posibilitaron que se informara acerca de la reunión y que se diera a conocer que había un grupo de mujeres en el país que buscaba alcanzar el sufragio. El hecho de que en los periódicos se discutiera la cuestión del voto femenino empujó el surgimiento de posturas a favor y en contra. Inclusive esta actividad inusitada de las mujeres produjo que se comentara sobre el sufragio femenino durante la elección de Plutarco Elías Calles en 1924, aunque, como explica Ward Morton: “Calles no tenía la menor intención de hacerlo un asunto oficial en su campaña, sobre todo porque veía en la Liga de Mujeres Católicas un fuerte oponente a su política anticlerical” (Morton 1962, 9). 

Otro camino distinto para buscar el voto residió en la publicación en la Ciudad de México, entre 1926 y 1929, de la revista mensual feminista Mujer, lanzada y pagada de su propio peculio por María Ríos Cárdenas. Los temas de la revista abarcaron desde los logros femeninos en fotografía, periodismo, leyes, economía hasta la exigencia por la obtención de derechos y la reivindicación del trabajo para las mujeres (Salguero 2000). Esta publicación fue una de las más duraderas del periodo y en todo momento abogó por reformas que mejoraran las condiciones de vida de las mujeres.

Además, Ríos Cárdenas impulsó reformas al Código Civil existente para el Distrito Federal y Territorios Federales, que buscaban la igualdad legal y la protección para las mujeres casadas. Uno de los cambios preveía en el artículo 2o que “la capacidad jurídica es igual para el hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer no queda sometida, por razón de su sexo, a restricción alguna en la adquisición y ejercicio de sus derechos civiles” (Diario Oficial, 26 de mayo de 1928).11 Con esto parecía abrirse el camino a una plena ciudadanía, aunque ello tomaría más tiempo que el previsto.

En esta década vamos a encontrar a las profesionistas que se incorporan en puestos en secretarías de Estado y oficinas de gobierno, como la profesora Guadalupe Zúñiga de González, quien es la primera jueza del Tribunal para Menores; la doctora Matilde Rodríguez Cabo, nombrada presidenta del Supremo Tribunal de Prevención Social; la doctora Esther Chapa, quien obtuvo, por oposición, la cátedra de microbiología en la Facultad de Medicina de la Universidad; Amalia Castillo Ledón, jefa de Acción Cívica en el Departamento Central, y Esperanza Velásquez Bringas, profesora y abogada, nombrada directora del Departamento de Bibliotecas de la Secretaría de Educación Pública.

Encaminadas a través de victorias parciales y participando cada vez más en la vida social y económica del país, las sufragistas de la década de los treinta intentarían ingresar al Partido Nacional Revolucionario (pnr), creado para controlar a los grupos regionales que se oponían a los designios del poder central, esperando incidir en cambios desde dentro, para alcanzar las reformas necesarias para ser consideradas ciudadanas.

En este sentido, los años treinta fueron de intensa acción política; empezaron en 1929 cuando la Gran Depresión obligó al gobierno mexicano a reforzar su mando político para contender con los efectos económicos y sociales de la crisis (Medina 2010, 19). Esta década trajo consigo la inclusión del sufragio femenino como una demanda del Partido Antirreeleccionista, que encabezaba José Vasconcelos,12 la fundación del pnr, la realización en la capital del Primer Congreso Nacional de Obreras y Campesinas en 1931, la llegada de Lázaro Cárdenas del Río al poder en 1934, y la conformación del Frente Único Pro Derechos de la Mujer (fupdm), con lo que se inauguraba la posibilidad de que se tomara en cuenta a  las mujeres y  sus aspiraciones políticas.

Una década muy movida: los años treinta 

A principios de esta década las mujeres integrantes del Partido Nacional Revolucionario solicitaron a través del presidente del partido, Manuel Pérez Treviño, que la Cámara de Diputados revisara las premisas del voto; por un lado, “se demandaba esclarecer si el estatuto legal de la mujer mexicana la consideraba parte integrante de la población con derechos de ciudadanía y, por el otro lado, se insistía  como doctrina social, el grado de progresión hasta incorporar plenamente a las mujeres mexicanas dentro del cuerpo político de la Nación”. La respuesta de los diputados no pudo ser más desalentadora: “La constitución no niega a la mujer el voto; pero toda vez que el Partido Nacional Revolucionario desea introducir a la mujer paulatinamente en la vida cívica, convenía no festinar el asunto” (Ríos s. a., 62).13 A pesar de las protestas de las mujeres, se dio carpetazo al asunto. 

No obstante las negativas y rechazos, el terreno se estaba preparando para sensibilizar a la opinión pública en favor del sufragio para las mujeres. Los miembros del pnr opinaban que había que capacitar a las mujeres educándolas para ocupar puestos públicos. En este sentido, sirve el ejemplo del presidente Emilio Portes Gil, quien en 1929 aceptaba la necesidad de que las mujeres participaran, pero conservaba su reticencia para aceptar que votaran, ya que lo consideraba peligroso porque juzgaba que la inmensa mayoría de las mujeres “tienen grandes prejuicios religiosos” (Robles de Mendoza 1931, 61). Volvía a aparecer el factor de la religión y el temor de que el voto de las mujeres fuese inducido. Este argumento resultó ser de larga duración, ya que los gobernantes y los legisladores veían con desconfianza la influencia que la Iglesia y las fuerzas conservadoras podían ejercer sobre las mujeres.

En octubre de 1931 tuvo lugar en la Ciudad de México, en el salón de actos cívicos “Álvaro Obregón”, el Congreso Nacional de Obreras y Campesinas, donde se discutieron temas como el trabajo femenino, salarios mínimos y el nivel social de las mujeres a fin de que tuvieran mayor participación  en las labores cívicas y del trabajo. Para estas mujeres, en voz de Florinda Lazos León, el feminismo representaba una lucha igualitaria que no implicaba el abandono del hogar, y que estaba formado por mujeres soñadoras de lo infinito, clásicamente hogareñas y poco entrometidas en el ámbito público. Añadía: “No reprochemos a los hombres el alejamiento en que nos han tenido. Todo es consecuencia de los prejuicios rancios y de los viejos moldes  en que nuestras costumbres se forjaron, pero tiempo es ya de que exijamos a los hombres que experimenten métodos nuevos” (El Nacional, 2 de octubre de 1931).

Nos encontramos frente a los antecedentes de la iniciativa que en su periodo Cárdenas iba a intentar reformar para incorporar a las mujeres a la ciudadanía política.

Se había iniciado la marcha y varios fueron los grupos que se reunieron para trabajar por el mejoramiento de las mujeres en esta etapa. Uno de ellos fue el Ateneo Mexicano de Mujeres, fundado el 25 abril de 1934. Constituido a favor de la cultura, la ciencia, la literatura y la expresión artística y conformado por mujeres de la elite cultural y social del país, sus fundadoras afirmaban que antes de que éste apareciera, el movimiento intelectual femenino se encontraba aislado y carecía de la importancia que un movimiento colectivo podía tener.14

Integrado por escritoras, periodistas, maestras, arqueólogas, abogadas y militantes del arte y la política, el Ateneo pretendía reunir en una organización ajena a todo credo político o religioso al mayor número de mujeres representativas de la cultura, a fin de formar un frente único capaz de oponerse a prejuicios, vulgaridades y estrecheces del medio ambiente para cultivar la vida del espíritu y buscar su mejoramiento intelectual. Su primera presidenta fue Amalia González Caballero de Castillo Ledón (Tuñón 2010); como secretaria general fungió Leonor Llach15 y como vicepresidenta Laura Palavicini.16

Su órgano de difusión fue Ideas. Revista mensual, literaria, científica de las mujeres de México. En sus páginas se discutió acerca del voto para las mujeres. Por ejemplo, Artemisa Sáenz Royo, “Xóchitl”, se oponía al sufragio al afirmar que sólo una minoría femenina lo quería, lo que significaba que no era el sentir unánime de todas las mujeres y se preguntaba: “¿Para qué ejercer derechos cívicos si se desconocen otros, y muchos deberes inherentes a diversas actividades que antes que el sufragio deben de conocer y realizar las mujeres mexicanas?” (Xóchitl 1944). Por su parte, Amalia Sodi de Sordo Noriega exponía la necesidad de hacer compatible el trabajo de la mujer con la maternidad, al tiempo que solicitaba el voto femenino. Estas diferencias de opinión dan cuenta del ambiente que prevalecía en el país, donde se debatían ambos puntos de vista.

Si bien grupos como el anterior empujaron la lucha por el voto, no será sino hasta 1935 cuando la demanda vuelve a aparecer de manera organizada con el Frente Único Pro Derechos de la Mujer (fupdm), organización resultante de varios congresos de obreras y campesinas, que agrupaba en su seno a mujeres de diversas corrientes y cuya sede estaba en la Ciudad de México. Entre sus filas se contaba con mujeres de diferentes profesiones y tendencias: intelectuales, profesionistas, maestras, obreras, sindicalistas, veteranas de la Revolución y mujeres militantes de partidos políticos; feministas de izquierda y de derecha, liberales, católicas y del sector femenil del pnr, callistas y cardenistas (Tuñón 1992, 67). Un planteamiento con el que todas acordaban era la demanda del sufragio; otras, además, aceptaban luchar por reivindicaciones que tenían que ver con peticiones de carácter económico y social (contra la carestía, mejorar los salarios, bajar impuestos, rentas y precios de libros y útiles escolares). Buscaban constituirse en un organismo a nivel nacional, capaz de reunir a gran número de mujeres en la lucha por la obtención de derechos para su sexo.17 La secretaria general del Frente, María del Refugio García, también se adhirió a la exigencia por el voto a las mujeres.18

Estas acciones todavía aisladas llevaron a discutir la cuestión del reconocimiento de la participación de las mujeres en el ámbito público. Las opiniones se dividieron: quienes estaban por que se concediera el voto en iguales condiciones que los hombres y aquellas que consideraban que el nivel educativo de las mujeres no les permitiría decidir aun con conocimiento acerca de los grandes problemas nacionales, por lo que estaban a favor de un voto progresivo a fin de que las mujeres primero fueran educadas/capacitadas en el sufragio, viniendo de lo simple y local a lo complejo y general. Esta postura la sostenía la sufragista Margarita Robles de Mendoza, jefa de Acción Femenina del pnr, cuya posición de inicio fue moderada y gradualista (Robles de Mendoza 1931, 107), ya que, al igual que muchas otras sufragistas de su tiempo, proponía educar para después luchar por alcanzar la ciudadanía. Con el tiempo cambiaría de opinión y se convertiría en una convencida de que el sufragio mejoraría las condiciones de las mujeres, y ella pugnó por ese derecho19 (Lau 2009, 235-255).

El presidente Lázaro Cárdenas (1934-1940), para granjearse el apoyo de jóvenes y mujeres, concedió en 1936 que éstos votaran en las elecciones internas del partido. El pnr y el cen crearon un sector femenino, llamado “Oficina de Acción Femenina”, que se propuso trabajar para incorporar a las mexicanas a la vida cívica y política. Cárdenas puso especial empeño en fortalecer la base femenina adscrita al partido (Garrido 1985, 207).

Pero no era suficiente y las mujeres impulsaron que se hiciera la reforma. En noviembre de 1937, Cárdenas, como lo había previsto en su Plan Sexenal, envió la iniciativa de reforma a los artículos 34 y 35 de la Constitución al Congreso de la Unión. Justificaba el cambio argumentando:

 

Que la nueva organización de la familia sobre bases de mayor igualdad y la tendencia a suprimir todo injusto privilegio, han proporcionado a la mujer mayores oportunidades de trabajo, de cultura y de responsabilidad doméstica y ciudadana.

Que reconocida por ello la plena capacidad civil, económica y educativa de la mujer, no se justifica el mantenimiento de su incapacidad política ya que directa o indirectamente, en el hogar como colaboradora de su esposo o bien a través de sus compañeros de trabajo, contribuye a la formación de la opinión pública y es fuente de orientación de todo Gobierno democrático y de cooperación en las relaciones de gobernados y gobernantes (Diario de los Debates 1937).

 

La lectura de su iniciativa permite inferir que el presidente igualaba a las mujeres con los hombres; así también consideraba que las responsabilidades en el hogar al lado de sus esposos las hacían capaces civil, económica y educativamente de convertirse en ciudadanas, con lo que se acababa el pretexto para no concederles derechos políticos. De todos modos concebía la ciudadanía como estrechamente vinculada a su relación marital. Al mismo tiempo juzgaba que había llegado el momento de no temer a las fuerzas conservadoras para reconocer el sufragio. Los hechos probarían lo contrario. Las legislaturas federal y estatales recibieron la iniciativa y la aprobaron. 

No obstante, cuando estaba a punto de concluirse el trámite, se detuvo, no prosperó y no se publicó como era de esperarse en el Diario Oficial. Las razones aducidas para explicar este comportamiento son varias, entre las cuales el temor a que las mujeres votaran por la derecha es la más fuerte, a pesar de lo que en la iniciativa se declaraba. A Cárdenas le faltaban dos años para terminar su mandato, todavía no expropiaba el petróleo, pero el escenario no estaba del todo claro: el nazismo en Europa empezaba a crecer y fortalecerse, la Guerra Civil Española era otro frente de la derecha, en México Saturnino Cedillo estaba a punto de insubordinarse y Juan Andreu Almazán mostraba su descontento organizando un partido político para contender en contra del candidato cardenista; y el Partido Acción Nacional estaba conformándose, por lo tanto las presiones conservadoras se dejaban sentir fuertemente. La sucesión presidencial también se peleaba dentro del gobierno, entre Francisco J. Múgica y el moderado Manuel Ávila Camacho. ¿Era el momento para permitir que las mujeres votaran? ¿Serían ellas el fiel de la balanza en contra o a favor de quien resultara el candidato? Estas reflexiones debieron de haber pesado en la mente del presidente cuando detuvo la reforma y no la publicó.  

Otra razón de peso que pudo haber influido en la decisión presidencial fue el temor que los dirigentes de la Confederación de Trabajadores de México manifestaban abiertamente contra la reforma. La ctm no podía controlar a la gran mayoría de las mujeres y creían que ellas favorecerían a la oposición. Del lado de ésta, el general Juan Andreu Almazán prometía otorgar el voto y alentaba a las mujeres a movilizarse contra el gobierno cardenista que amenazaba, según decía, a la familia y a la libertad de enseñanza (Garrido 1985, 291).20

Como se puede observar, las mujeres seguían siendo consideradas un peligro –en caso de ejercer el sufragio– para la seguridad del país y se recelaba de sus decisiones. El reconocimiento de la ciudadanía política21 para las mujeres tendría que esperar hasta que se consolidara el partido de Estado, la competencia fuera fácilmente sofocada y ellas no constituyeran una amenaza.

Del voto municipal al voto universal

El hecho de depositar de cuando en cuando

una boleta de voto, no aparta a la mujer

ni de la cocina, ni de la cuna de sus hijos 

Galán 

 

El fortalecimiento de la hegemonía del Partido Revolucionario Institucional y el ejercicio del control político desplegado desde la llegada al poder del primer civil a la presidencia darían por resultado una mayor amplitud de criterio y aceptación hacia las mujeres, a quienes se les empezó a considerar posibles votantes e integrantes de la “familia revolucionaria”. 

En 1946, Miguel Alemán Valdés, recién electo presidente, en su afán modernizador ya consideró incluir a las mujeres en los asuntos de la política, ejercitándolo paulatinamente a partir del nivel municipal. Envió a las cámaras la iniciativa de reforma de la fracción i del artículo 115 constitucional que concedería el derecho al voto y a ser votadas a las mujeres en las elecciones municipales, que fue aprobado en diciembre y reformado el 12 de febrero de 1947.22

 

Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes:

 

i. Cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento de elección popular directa y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado.

En las elecciones municipales participarán las mujeres, en igualdad de condición que los varones, con el derecho de votar y ser votadas (Diario de los Debates de la Cámara de Diputados del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos 1946).

 

Otorgar la igualdad a las mujeres encajaba perfectamente en la labor de administración del municipio, ya que ser mujer implicaba automáticamente moralizar el proceso electoral y se veía como una necesidad “incluir a la mujer mexicana como participante en las elecciones municipales” (ídem). Este derecho se ofrecía “determinado por las doctrinas igualitarias”, como una primera prueba del comportamiento electoral femenino, además de que se consideraba al ejercicio municipal más cercano a las labores que realizan las mujeres, ya que ellas administran sus hogares y ello las hacía aptas para manejar al municipio, que se concebía como una vivienda pequeña.23

La creciente incorporación de las mujeres a las actividades políticas de la vida nacional se convirtió poco a poco en un tema palpitante que cada vez ocupaba más los espacios de discusión; ello aunado a que en el recientemente bautizado Partido Revolucionario Institucional (pri) se había dispuesto que cada contingente sectorial contuviera al menos seis mujeres y seis jóvenes como delegados con el objetivo de ir construyendo una base social que apoyara y ampliara al partido y se creó otra Secretaría de Acción Femenil (Medina 2006, 159).

Las mujeres organizadas se sentían atraídas a participar en el escenario político donde no tenían acceso pleno. De ahí que integrantes de partidos políticos, así como intelectuales y profesionistas, empezaran a presionar y a organizarse para conseguir que el sufragio se hiciera extensivo a nivel federal.

Cuando en 1951 Adolfo Ruiz Cortines inició su campaña por la Presidencia de la República, en sus discursos hizo referencia a la necesaria incorporación de las mujeres a la vida política nacional. El 22 de enero de 1952 manifestó: “La mujer mexicana ha compartido las luchas por la libertad, pero lo que es más valiosa, está siempre presente, abnegada y alentadora en el diario combate por la vida. Es nuestro propósito dar mayor participación a la mujer en la vida social, económica y política de México” (Pineda 1952, 139).

Sin duda el sufragio estaba en marcha, aunque para ello el candidato necesitara afianzarse, y una organización masiva de mujeres podía influenciar su decisión. Las mujeres organizadas con aspiraciones políticas tendrían que mostrar que masivamente deseaban ese derecho por el que llevaban años luchando. El 6 de abril de 1952, en el Parque Deportivo “18 de Marzo” se organizó una asamblea que logró reunir más de veinte mil mujeres de toda la república. El candidato Ruiz Cortines se comprometió entonces a conceder derechos políticos para las mujeres, en caso de resultar electo (Alianza Nacional Femenil Revolucionaria 1984).

¡Qué mejores promotoras del voto que las mujeres, quienes, alentadas por esta promesa, conducirían a la población a las urnas para votar por este candidato! Además esta dinámica clientelista redituaría en adhesiones de mujeres de clase media al partido y se ampliaría el número de militantes.

Pero no sólo aquellas con trayectoria partidaria se organizaron; otros grupos aparecieron también, convirtiéndose en importantes promotoras del voto. El 17 de abril de 1952 se constituyó la Alianza de Mujeres de México, compuesta también, como ya se había hecho costumbre, por intelectuales y profesionistas pertenecientes a distintas corrientes políticas que vieron la oportunidad de participar en favor del sufragio a partir del compromiso que hiciera el candidato a la presidencia. Amalia Castillo Ledón, de larga trayectoria en el gobierno, sería la encargada de llevar a buen puerto las reformas a los artículos 34 y 35. Esta promesa y el interés por integrarse en primera línea de los acontecimientos –además de un apoyo irrestricto del candidato y de los sectores de su partido– empujaron a las integrantes de la Alianza a convertirse en adalides del voto, ya que como condición para otorgarlo, se establecía que las mujeres respondieran multitudinariamente a dicho esfuerzo. 

Para contar con el apoyo que necesitaban enviaron multitud de cartas para buscar afiliaciones. Las relaciones y el apoyo que mantenían con el candidato, las autoridades de la ctm y las redes sociales que tenían propiciaron que varias asociaciones designaran representantes para unirse a la Alianza.24

Las tareas de la Alianza se encaminaron a reunir al mayor número de mujeres a fin de que apoyaran el ofrecimiento del candidato Ruiz Cortines, quien, al ganar las elecciones y tomar posesión como jefe del Ejecutivo, envió al Congreso de la Unión, el 2 de diciembre de 1952, la iniciativa  de ley, reformando los artículos 34 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que se reconociera el derecho del voto a las mujeres (Pellicer y Reyna 1981,17). La propuesta modificada era la siguiente:

 

Son ciudadanos de la República los varones y las mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos reúnan además los siguientes requisitos:

i.  Haber cumplido 18 años siendo casados, y 21 si no lo son, y

ii. Tener un modo honesto de vivir.

 

En el caso del artículo 115 solamente se suprimió el párrafo que se refería al sufragio de las mujeres. La Alianza hizo su parte enviando exhortos a las legislaturas estatales para que a su vez aprobaran el proyecto de ley. El Partido Acción Nacional (pan), por su parte, dos días después envió su propuesta en donde solicitaba se diera trámite a la reforma iniciada en 1937.

En torno a esta reforma se alzaron varias controversias. En lo que se refiere a la iniciativa de ley, tanto el pan como el pri pelean su lugar en la historia: Ruiz Cortines envió la propuesta de reforma como si no hubiese habido un intento anterior. Mientras tanto, el pan (que tenía cinco representantes diputados25) pedía que se concluyera el trámite de la reforma iniciado por Lázaro Cárdenas en 1937 y  faltaba sólo el cómputo y la declaratoria previstos en el artículo 135 de la propia Constitución.26

Por su parte, los diputados del Partido Popular pugnaban porque además se bajara el requisito de edad del voto de las mujeres a los 18 años, independientemente del estado civil que tuvieran, bajo el argumento de que la edad no tenía que ver con la capacidad personal (El Nacional, 12 de diciembre de 1952).27

El dilema que se presentaba a los priistas radicaba en que si se seguía el trámite, Cárdenas quedaría como el que había reconocido el voto; en cambio, si se hacía todo de nuevo, Ruiz Cortines obtendría el merecimiento, y así sucedió.

La votación quedó 135 votos a favor y 4 en contra del pan. Siguiendo los trámites legales, el dictamen fue finalmente aprobado por la xlii Legislatura y turnado al Senado, en donde se discutió entre el 22 y el 24 de diciembre de 1952. Si bien los senadores estuvieron a favor de aprobar el dictamen, uno solo se mostró discordante: Aquiles Elorduy, del pan, quien se manifestó en contra aduciendo que temía que las actividades políticas de la mujer la empujaran a descuidar su casa y su familia. 

A pesar de esta oposición, el dictamen se aprobó por mayoría de 47 votos contra uno. Inmediatamente se envió a las legislaturas locales para su aprobación, lo que demoró cerca de nueve meses.

Con lo anterior se puede observar la importancia –numérica antes que nada– que adquirieron las mujeres, ya que en el momento de sufragar los votos se duplicarían y el partido oficial obtendría mayor credibilidad porque veían a las mujeres como potenciales votantes (7 millones, 54 por ciento).

El 6 de octubre de 1953 la Cámara de Diputados recibió la respuesta afirmativa de los estados. Sólo faltaba la publicación en el Diario Oficial de la Federación, la cual se dio el 17 de octubre de 1953. 

Aurora Jiménez de Palacios fue la primera mujer en ocupar una curul como diputada en la xlii Legislatura por el recién creado estado de Baja California; muchas otras siguieron sus pasos.28

Consideraciones finales

Como se pudo observar, la obtención del sufragio femenino fue un largo proceso en el que las mujeres tuvieron que enfrentarse al rechazo y temor que los hombres tenían hacia ellas por considerarlas incapaces de tomar decisiones por sí mismas. Las sufragistas lucharon por probar que merecían participar en las decisiones políticas en igualdad de condiciones. Cuando ya no hubo miedo a la oposición, entonces se concedió el voto. No obstante, con este derecho se inicia una discusión acerca del significado de la  inserción y participación de las mujeres en el ámbito público. 

De entonces a la fecha han sucedido muchas cosas. Las mujeres han ingresado de manera creciente a la educación, al trabajo productivo, a la política y a muchas otras actividades que antes les habían estado vedadas.

El acceso al sufragio para las mujeres se convierte en un derecho que permite desde entonces participar en la política formal de manera abierta. No obstante, estas conquistas no se han dado en igualdad de condiciones. La marginación de las mujeres en las esferas del poder se trasluce en los partidos políticos, instrumentos por antonomasia de participación política masculina. El reconocimiento de la ciudadanía plena para las mujeres significó el comienzo de un largo camino hacia el ejercicio de la ciudadanía donde la participación política y el acceso a la democracia ocupan un lugar primordial.  

 

 

 

Archivos

 

aamm: Archivo de la Alianza de Mujeres de México

agn: Archivo General de la Nación

apez: Archivo Particular de Esperanza Zambrano
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1 Profesora-investigadora del Departamento de Política y Cultura de la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco.


2 La ciudadanía es la relación política entre un individuo y la comunidad política a la que pertenece, en virtud de la cual el individuo es miembro de pleno derecho de esa comunidad y le debe lealtad permanente. El estatuto de ciudadano es, en consecuencia, el reconocimiento oficial de la integración en la comunidad política (Cortina 2005, 39).


3 En 1921 la población aumentó a 906 063 habitantes (409 738 hombres y 496 325 mujeres).


4 Chantal Mouffe (1999, 17) hace una revisión de las teorías feministas y explica cómo algunas de éstas han metido una cuña en materia de separación de lo público y lo privado. Afirma que para deconstruir la ciudadanía patriarcal hay que rehacer el nexo de lo público y lo privado. Así es como temas de orden “natural” como el de la maternidad debieran ser considerados como asuntos de orden público. 


5 Además de estos semanarios, encontramos otros que se oponían a la dictadura y también fueron escritos por mujeres. En ellos no se demandaba el sufragio.


6 El semanario duró de 1915 a 1919.


7 Nacida en Ciudad Lerdo, Durango, en 1885, fue profesora de educación primaria. En 1911 se trasladó a la Ciudad de México, se incorporó al maderismo y con posterioridad al carrancismo, como secretaria particular del Primer Jefe, a quien siguió a Veracruz y para el que realizó campañas de propaganda dando a conocer la doctrina Carranza. Murió en la Ciudad de México en 1954.


8 La educación constituyó un punto básico en las reformas que se llevaron a cabo desde los años veinte porque significaba, entre otras cosas, una manera de afianzar la lealtad al gobierno posrevolucionario y un proceso civilizatorio de homogeneización para las masas ciudadanas (Vasconcelos 1997).


9 Archivo General de la Nación (agn), Dirección General de Gobierno, caja 5, expediente 32.


10 Hubo otras reuniones y se editaron muchas publicaciones. Para más información, consúltese Buck 2001, 45-50. 


11 Cabe aclarar que este código entró en vigor hasta 1932 debido a la oposición conservadora a las reformas que entonces contenía.


12 John Skirius (2008, 124) apunta que Vasconcelos observaba que en los países donde se había reconocido el sufragio “se ha impuesto como una dulcificación de las costumbres”. El sufragio femenino, añadía, “es una consecuencia natural de la participación activa de la mujer en la economía industrial”.


13 Luis Javier Garrido (1985, 79) señala que la Declaración de Principios del pnr se comprometía a estimular el acceso de la mujer mexicana a las actividades cívicas; no obstante, subrayaba que el gobierno debía estar integrado con “hombres de ideología revolucionaria”. Obviamente no se tenía en mente a las mujeres en la toma de decisiones.


14 Archivo Particular de Esperanza Zambrano (apez). Informes varios de las presidentas del Ateneo.


15 Doctora en Historia por la Facultad de Filosofía y Letras. Llegó a ser jefa del Departamento de Bibliotecas de la Secretaría de Educación Pública. Colaboró en varios periódicos y escribió cuentos (Tovar 1996, 374). 


16 Nació en 1908, hija de Félix Palavicini. Se desempeñó como poeta y periodista.


17 El trabajo de Esperanza Tuñón (1992) explica pormenorizadamente la conformación de esta organización.


18 Ella misma, sin poderlo ser legalmente, se lanzó como candidata a diputada federal por el distrito de Uruapan, Michoacán, en representación del fupdm en 1937, logrando obtener el triunfo y desplegando con ello una campaña y procesos políticos inusuales en el país (Cueva 2009, 240).


19 Véanse las discusiones sobre el particular que aparecen en Bremauntz (1937), Robles de Mendoza (1931) y Ríos Cárdenas (1940).


20 Para conocer la participación femenina con Almazán, véase Contreras 1992, 129-153.


21 Esto significa que aunque existan leyes que aseguren la igualdad, no son suficientes para garantizar su aplicación.


22 En las elecciones municipales participarán las mujeres, en igualdad de condiciones que los varones, con el derecho de votar y de ser votadas.


23 “Las mujeres entienden perfectamente bien los problemas municipales que afectan a las escuelas, los precios de los artículos básicos, como la leche y también el suministro de agua, la salubridad y las medidas de salud pública, además de muchos otros aspectos que se relacionan con el bienestar de la casa y la familia” (Morton 1962, 51).


24 Además de la ctm, la Unión de Empleados de la Confederación Nacional Campesina, la Asociación de Madres Proletarias y la Unión Femenina Mexicana.


25 “Los cinco Diputados de Acción Nacional se opusieron por medio del voto particular del Dip. Lic. Francisco Chávez González al dictamen favorable a la iniciativa del Sr. Presidente don Adolfo Ruiz Cortines que concedía a la mujer mexicana igualdad de derechos políticos” (Ponce 1954).


26 Artículo 135: “Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la Constitución, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerde las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados. El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso harán el cómputo de los votos de las legislaturas y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos).


27 Los diputados eran Máximo Gámiz Fernández y Pedro Ayala Fajardo y su iniciativa no fue aceptada.


28 En la xliii Legislatura resultaron electas Marcelina Galindo de Arce, de Chiapas; María Guadalupe Arzúa, de Jalisco; Margarita García Flores, de Nuevo León, y Remedios Albertina Ezeta, del Estado de México.
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